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PRESENTACIÓN 
 
 
El Departamento de Investigación Parlamentaria, a través del Área de Servicios de 
Investigación y Seguimiento Presupuestal, ha elaborado la Nota de Información 
Referencial 68/2023-2024-ASISP/DIP, con el objetivo de brindar información sobre los 
principios constitucionales del derecho laboral. 
 
Para la elaboración se ha consultado la legislación vigente, y otras fuentes oficiales sobre 
la materia; cuyas referencias se consignan en el documento.  
 
Con la nota de información, esperamos poder brindar información que contribuya a la 
labor parlamentaria.  
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I. ASPECTOS GENERALES  

 
1. Principios, derecho laboral 

 
Según el Diccionario de la Lengua Española1 

 
principio SIN. / ANT 
 
1. m. Primer instante del ser de algo. 
 
SIN.: comienzo, inicio, nacimiento, arranque, inauguración, albor, entrada, umbral, 
preámbulo, empiece, empiezo. 
(…) 
 
2. m. Punto que se considera como primero en una extensión o en una cosa. 
ANT.: fin, final. 
 
3. m. Base, origen, razón fundamental sobre la cual se procede discurriendo en cualquier 
materia. 
(…) 
 
principio de derecho 
1. m. Der. Norma no legal supletoria de ella y constituida por doctrina o aforismos que g
ozan de general y constante aceptación de jurisconsultos y tribunales. 
 
principio de legalidad 
1. m. Der. principio jurídico en virtud del cual los ciudadanos y todos los poderes público
s están sometidos a las leyes y al derecho. 
 
Derecho 
(…) 
2. adj. Justo, legítimo. 
(…) 
13. m. Conjunto de principios y normas, expresivos de una idea de justicia y de orden, q
ue regulan las relaciones humanas en toda sociedad y cuya observancia puede ser imp
uesta de manera coactiva. 
(…) 
derecho laboral 
1. m. derecho que se refiere a las relaciones de trabajo y los derechos y deberes de los 
trabajadores. 

 
 
Según, García Toma sostiene que los principios laborales constitucionales son “aquellas 
reglas rectoras que informan la elaboración de las normas de carácter laboral, amén de 
servir de fuente de inspiración directa o indirecta en la solución de conflictos, sea 
mediante la interpretación, aplicación o integración normativa”.2  
 
ARÉVALO define los “los principios del Derecho del Trabajo como aquellos conceptos 
de naturaleza general que inspiran y orientan la creación, la interpretación y la aplicación 
de las normas laborales” Asimismo, señala que “los principios del Derecho del trabajo 
cumplen una triple misión: 
 

 
1 Diccionario de la Lengua Española. Ver: https://dle.rae.es/derecho?m=form#FGVivyK   
2 GARCÍA Toma, Víctor. “Los principios laborales en la doctrina del Tribunal Constitucional”. Lima, 2006, p. 982. Ver: 
https://www.pj.gob.pe/doc/etiinlptcurso/LECTURAS-U1/Los%20Principios%20del%20Derecho%20del%20Trabajo%20-JAV.pdf    
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a) Informativa: pues, sirven de fuente de inspiración al legislador al momento de 
elaborar las normas jurídicas en materia de trabajo. 
b) Normativa: ya que cumplen un papel de fuente supletoria ante los vacíos o 
deficiencias de la legislación. 
c) Interpretativa: actúan como un criterio orientador para quien pretenda interpretar 
las normas laborales”3.  

 
 
II. LEGISLACIÓN  
 
2.1 Constitución Política de 1993 
 
La Constitución Política de 19934, garantiza los principios del derecho del trabajo 
protegido por el Estado. 
 

Artículo 2. Toda persona tiene derecho: 
(…) 
15. A trabajar libremente, con sujeción a ley. 
 
Artículo 22. El trabajo es un deber y un derecho. Es base del bienestar social y un 
medio de realización de la persona. 
 
Artículo 23. El trabajo, en sus diversas modalidades, es objeto de atención 
prioritaria del Estado, el cual protege especialmente a la madre, al menor de edad 
y al impedido que trabajan. 
 
El Estado promueve condiciones para el progreso social y económico, en especial 
mediante políticas de fomento del empleo productivo y de educación para el trabajo. 
 
Ninguna relación laboral puede limitar el ejercicio de los derechos constitucionales, 
ni desconocer o rebajar la dignidad del trabajador.  
 
Nadie está obligado a prestar trabajo sin retribución o sin su libre consentimiento. 
 
Artículo 24. El trabajador tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente, 
que procure, para él y su familia, el bienestar material y espiritual. 
 
El pago de la remuneración y de los beneficios sociales del trabajador tiene prioridad 
sobre cualquiera otra obligación del empleador.  
 
Las remuneraciones mínimas se regulan por el Estado con participación de las 
organizaciones representativas de los trabajadores y de los empleadores. 
 
Artículo 25. La jornada ordinaria de trabajo es de ocho horas diarias o cuarenta y 
ocho horas semanales, como máximo. En caso de jornadas acumulativas o atípicas, 
el promedio de horas trabajadas en el período correspondiente no puede superar 
dicho máximo. 
 
Los trabajadores tienen derecho a descanso semanal y anual remunerados. Su 
disfrute y su compensación se regulan por ley o por convenio. 
 

 
3 ARÉVALO Vela, Javier. “Tratado de derecho laboral”. Instituto Pacífico. Lima, 2018, p.85. Ver: 
https://www.pj.gob.pe/doc/etiinlptcurso/LECTURAS-U1/Los%20Principios%20del%20Derecho%20del%20Trabajo%20-JAV.pdf  
4 Constitución Política. Ver: https://www.congreso.gob.pe/Docs/constitucion/constitucion/Constitucion-Agosto-2023.pdf  
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Artículo 26. En la relación laboral se respetan los siguientes principios: 1. Igualdad 
de oportunidades sin discriminación.  
2. Carácter irrenunciable de los derechos reconocidos por la Constitución y la ley.  
3. Interpretación favorable al trabajador en caso de duda insalvable sobre el sentido 
de una norma.  
 
Artículo 27. La ley otorga al trabajador adecuada protección contra el despido 
arbitrario.  
 
Artículo 28. El Estado reconoce los derechos de sindicación, negociación colectiva 
y huelga. Cautela su ejercicio democrático: 
 
1. Garantiza la libertad sindical.  
2. Fomenta la negociación colectiva y promueve formas de solución pacífica de los 
conflictos laborales. La convención colectiva tiene fuerza vinculante en el ámbito de 
lo concertado.  
3. Regula el derecho de huelga para que se ejerza en armonía con el interés social. 
Señala sus excepciones y limitaciones. 
 
Artículo 29. El Estado reconoce el derecho de los trabajadores a participar en las 
utilidades de la empresa y promueve otras formas de participación. 
 
Artículo 55. Los tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte del 
derecho nacional. 

 
Disposiciones Finales y Transitorias. 

 
Cuarta. Las normas relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución 
reconoce se interpretan de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por el Perú. 

 
2.2 Ley 30057, Ley del Servicio Civil 
 

Artículo I. Objeto de la Ley 
 El objeto de la presente Ley es establecer un régimen único y exclusivo para las personas 
que prestan servicios en las entidades públicas del Estado, así como para aquellas personas 
que están encargadas de su gestión, del ejercicio de sus potestades y de la prestación de 
servicios a cargo de estas. 
 
 
Artículo II. Finalidad de la Ley 
La finalidad de la presente Ley es que las entidades públicas del Estado alcancen mayores 
niveles de eficacia y eficiencia, y presten efectivamente servicios de calidad a través de un 
mejor Servicio Civil, así como promover el desarrollo de las personas que lo integran. 
 
Artículo III. Principios de la Ley del Servicio Civil 
Son principios de la Ley del Servicio Civil: 
 
a) Interés general. El régimen del Servicio Civil se fundamenta en la necesidad de recursos 
humanos para una adecuada prestación de servicios públicos. 
 
 
b) Eficacia y eficiencia. El Servicio Civil y su régimen buscan el logro de los objetivos del 
Estado y la realización de prestaciones de servicios públicos requeridos por el Estado y la 
optimización de los recursos destinados a este fin. 
 
c) Igualdad de oportunidades. Las reglas del Servicio Civil son generales, impersonales, 
objetivas, públicas y previamente determinadas, sin discriminación alguna por razones de 
origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole. 
(…) 
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CAPÍTULO VI: DERECHOS COLECTIVOS 

Artículo 40. Derechos colectivos del servidor civil 
“Los derechos colectivos de los servidores civiles son los previstos en el Convenio 151 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) y en los artículos de la función pública 
establecidos en la Constitución Política del Perú. No están comprendidos los funcionarios 
públicos, directivos públicos ni los servidores de confianza. 
 
Se aplica supletoriamente lo establecido en el Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones 
Colectivas de Trabajo, aprobado mediante Decreto Supremo 010-2003-TR, en lo que no se 
oponga a lo establecido en la presente Ley”. 
 
Artículo 41. Normas específicas respecto a la sindicación 
Los servidores civiles tienen derecho a organizarse con fines de defensa de sus intereses. 
Las organizaciones de servidores civiles deben coadyuvar en el propósito de mejora continua 
del servicio al ciudadano y de no afectar el funcionamiento eficiente de la entidad o la 
prestación del servicio. 
 
La autoridad no debe promover actos que limiten la constitución de organismos sindicales o 
el ejercicio del derecho de sindicación. 
(…). 

 

2.3 Decreto Legislativo 910, Ley General de Inspección del Trabajo y Defensa del 
Trabajador5 
 
 

Artículo 1.- Objeto de la Ley 
El presente Decreto Legislativo, en adelante la Ley, establece la competencia, facultades, 
principios organizativos y procedimientos del Ministerio de Trabajo y Promoción Social sobre 
Inspección del Trabajo y Defensa Legal Gratuita y Asesoría del Trabajador, en concordancia 
con lo establecido en los Convenios Internacionales de la Organización Internacional del 
Trabajo, ratificados por el Perú. 
 
Artículo 2.- Ámbito de Aplicación 
2.1.- La Ley comprende a jóvenes en formación, trabajadores, extrabajadores, 
organizaciones sindicales y empleadores, sean estos últimos personas naturales o jurídicas, 
públicas o privadas, como sujetos responsables del cumplimiento de las normas laborales de 
carácter legal o convencional, de promoción y formación para el trabajo, de seguridad y salud 
en el trabajo, sujetos al régimen laboral de la actividad privada. 
 
2.2 El ámbito se extiende a las Cooperativas de Trabajadores y a sus socios trabajadores, y 
a las personas naturales o jurídicas que prestan servicios como agencias de empleo o de 
colocación de trabajadores del hogar y a los que laboran como trabajadores del hogar. 
 
Artículo 3.- Principios Generales 
En la aplicación de la Ley se observan, especialmente, los siguientes principios rectores: 
 
a) Legalidad; 
b) Primacía de la realidad; 
c) Carácter irrenunciable de los derechos laborales de los trabajadores, reconocidos por la 
Constitución y la ley; 
d) Buena fe; 
e) Razonabilidad; y, 
f) Proporcionalidad en la sanción. 
(…) 
 
Artículo 5.- Definición y Objeto 
La Inspección del Trabajo es un servicio público a cargo del Ministerio de Trabajo y Promoción 
Social, que tiene como objeto velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y 

 
5 Decreto Legislativo 910, Ley General de Inspección del Trabajo y Defensa del Trabajador. Ver:https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-
web/#/detallenorma/H804108 



PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES LABORALES 
 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL   8 

convencionales en materia laboral, de promoción y formación para el trabajo, y de seguridad 
y salud en el trabajo, con la finalidad de prevenir o solucionar los conflictos o riesgos laborales 
entre trabajadores y empleadores. Se ejecuta a través de las siguientes acciones: 
 
a) Verificar el cumplimiento de las normas laborales de cualquier nivel o rango, así como las 
convencionales y el desenvolvimiento de las relaciones de trabajo, tales como: 
1) Las relaciones individuales de trabajo subordinado, incluyendo las derivadas de las 
cooperativas de trabajadores y empresas especiales de servicios; 
 
2) Las relaciones colectivas, que comprenden los conflictos colectivos, la convención 
colectiva de trabajo, incluidos los acuerdos adoptados en trato directo, conciliación o 
mediación, los laudos arbitrales y resoluciones administrativas de trabajo, entre otras; 
 
3) La seguridad y salud en el trabajo, que abarca la prevención de riesgos, accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales, entre otras; 
 
4) La promoción y formación para el trabajo; 
 
5) Los derechos que corresponden a la madre trabajadora, menores de edad, o aquellos con 
limitaciones físicas, intelectuales o sensoriales y grupos cuya atención merece especial protección 
por el Estado; y, 
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III. LEGISLACIÓN COMPARADA  

 
 

 
País 

 
Norma 

 
Artículos relacionados a los principios del derecho laboral 

 
Argentina 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Constitución de la Nación6 

 
 

 
Artículo 14 bis.- El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que 
asegurarán al trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor, jornada limitada; descanso y 
vacaciones pagados; retribución justa; salario mínimo vital móvil; igual remuneración por igual tarea; 
participación en las ganancias de las empresas, con control de la producción y colaboración en la 
dirección; protección contra el despido arbitrario; estabilidad del empleado público; organización 
sindical libre y democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial. 
 
Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de trabajo; recurrir a la conciliación 
y al arbitraje; el derecho de huelga. Los representantes gremiales gozarán de las garantías 
necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su 
empleo. 
 
El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e 
irrenunciable. En especial, la ley establecerá: el seguro social obligatorio, que estará a cargo de 
entidades nacionales o provinciales con autonomía financiera y económica, administradas por los 
interesados con participación del Estado, sin que pueda existir superposición de aportes; jubilaciones 
y pensiones móviles; la protección integral de la familia; la defensa del bien de familia; la 
compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna. 
 

Ley 20.744, Ley de contrato de trabajo7 El principio de la norma más favorable para el trabajador 
Art. 9º — En caso de duda sobre la aplicación de normas legales o convencionales prevalecerá la 
más favorable al trabajador, considerándose la norma o conjunto de normas que rija cada una de las 
instituciones del derecho del trabajo. 

 
6 Argentina. Constitución de la Nación. Ver: https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/resaltaranexos/25000-29999/25552/norma.htm 
7 Argentina. Ley 20.744, Ley de contrato de trabajo. https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/resaltaranexos/25000-29999/25552/norma.htm 
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Si la duda recayese en la interpretación o alcance de la ley, o en la apreciación de la prueba 
en los casos concretos, los jueces o encargados de aplicarla se decidirán en el sentido más favorable 
al trabajador. 
 
Conservación del contrato 
Art. 10. — En caso de duda las situaciones deben resolverse en favor de la continuidad o 
subsistencia del contrato. 
Principios de interpretación y aplicación de la ley 
 
Art. 11. — Cuando una cuestión no pueda resolverse por aplicación de las normas que rigen el 
contrato de trabajo o por las leyes análogas, se decidirá conforme a los principios de la justicia social, 
a los generales del derecho del trabajo, la equidad y la buena fe. 
Irrenunciabilidad 
 
Art. 12. — Será nula y sin valor toda convención de partes que suprima o 
reduzca los derechos previstos en esta ley, los estatutos profesionales o las convenciones 
colectivas, ya sea al tiempo de su celebración o de su ejecución, o del 
ejercicio de derechos provenientes de su extinción. 
 
Sustitución de las cláusulas nulas 
Art. 13. — Las cláusulas del contrato de trabajo que modifiquen en perjuicio del trabajador normas 
imperativas consagradas por leyes o convenciones colectivas de trabajo serán nulas y se 
considerarán sustituidas de pleno derecho por éstas. 
Nulidad por fraude laboral 
 
Art. 14. — Será nulo todo contrato por el cual las partes hayan procedido con simulación o fraude a 
la ley laboral, sea aparentando normas contractuales no laborales, interposición de personas 
o de cualquier otro medio. En tal caso, la relación quedará regida por esta ley. 
 
Acuerdos transaccionales conciliatorios o liberatorios - Su validez 
 
Art. 15. — Los acuerdos transaccionales, conciliatorios o liberatorios sólo serán válidos cuando se 
realicen con intervención de la autoridad judicial o administrativa, y mediare resolución 
fundada de cualquiera de éstas que acredite que mediante tales actos se ha alcanzado una justa 
composición de los derechos e intereses de las partes. 
 
Aplicación analógica de las convenciones colectivas de trabajo - Su exclusión 
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Art. 16. — Las convenciones colectivas de trabajo no son susceptibles de aplicación extensiva o 
analógica, pero podrán ser tenidas en consideración para la resolución de casos concretos, según la 
profesionalidad del trabajador. 
(…) 
Prohibición de hacer discriminaciones 
Art. 18. — Por esta ley se prohíbe cualquier tipo de discriminación entre los trabajadores por 
motivo de sexo, raza, nacionalidad, religiosos, políticos, gremiales o de edad. 
 

 
Ley 23.551, Tipos de asociaciones 

sindicales. Afiliación y desafiliación. 
Estatutos. Dirección y administración. 
Asambleas o congresos. Inscripción. 

Derechos y obligaciones de las asociaciones 
sindicales. Asociaciones sindicales con 

personería gremial. Federaciones y 
confederaciones. Representación sindical en 

la empresa. Tutela sindical. Prácticas 
desleales8 

 
Artículo 1° — La libertad sindical será garantizada por todas las normas que se refieren a la 
organización y acción de las asociaciones sindicales. 
 
Artículo 2° — Las asociaciones que tengan por objeto la defensa de los intereses de los trabajadores 
se regirán por esta Ley. 
 
Artículo 3° — Entiéndese por interés de los trabajadores todo cuanto se relacione con sus 
condiciones de vida y de trabajo. La acción sindical contribuirá a remover los obstáculos que dificulten 
la realización plena del trabajador. 
 
Artículo 4° — Los trabajadores tienen los siguientes derechos sindicales: 
a) Constituir libremente y sin necesidad de autorización previa, asociaciones sindicales; 
b) Afiliarse a las ya constituidas, no afiliarse o desafiliarse; 
c) Reunirse y desarrollar actividades sindicales; 
d) Peticionar ante las autoridades y los empleadores; 
e) Participar en la vida interna de las asociaciones sindicales, elegir libremente a sus representantes, 
ser elegidos y postular candidatos. 
 

Ley 24.013, Ámbito de aplicación, objetivos y 
competencias. Regularización del empleo no 
registrado. Promoción y defensa del empleo. 

Protección de los trabajadores 
desempleados. Servicios de formación, de 
empleo y de estadísticas. Consejo Nacional 

del Empleo, la Productividad y el Salario 

Artículo 1° — Las acciones del Poder Ejecutivo dirigidas a mejorar la situación socioeconómica de 
la población adoptarán como un eje principal la política de empleo, entendido éste como situación 
social jurídicamente configurada. Dicha política, que a través de los mecanismos previstos en esta 
ley tiende a hacer operativo el derecho constitucional a trabajar, integra en forma coordinada las 
políticas económico sociales. 
(…) 
 

 
8 Argentina. Ley 23.551, Tipos de asociaciones sindicales. Afiliación y desafiliación. Estatutos. Dirección y administración. Asambleas o congresos. Inscripción. Derechos y obligaciones de las asociaciones sindicales. 
Asociaciones sindicales con personería gremial. Federaciones y confederaciones. Representación sindical en la empresa. Tutela sindical. Prácticas desleales. Ver: 
https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/20000-24999/20993/texact.htm 
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Mínimo, Vital y Móvil. Salario mínimo, vital y 
móvil. Financiamiento. Organismo de 
Contralor. Prestación Transitoria por 

Desempleo. Indemnización por despido 
injustificado. Disposiciones Transitorias9 

 

 
 

Bolivia Nueva Constitución Política del Estado10 SECCIÓN III 
DERECHO AL TRABAJO Y AL EMPLEO 

Artículo 46. I. Toda persona tiene derecho:  
1. Al trabajo digno, con seguridad industrial, higiene y salud ocupacional, sin discriminación, y con 
remuneración o salario justo, equitativo y satisfactorio, que le asegure para sí y su familia una 
existencia digna.  
2. A una fuente laboral estable, en condiciones equitativas y satisfactorias.  
 
II. El Estado protegerá el ejercicio del trabajo en todas sus formas.  
III. Se prohíbe toda forma de trabajo forzoso u otro modo análogo de explotación que obligue a una 
persona a realizar labores sin su consentimiento y justa retribución. 
 
Artículo 47. I. Toda persona tiene derecho a dedicarse al comercio, la industria o a cualquier 
actividad económica lícita, en condiciones que no perjudiquen al bien colectivo.  
 
II. Las trabajadoras y los trabajadores de pequeñas unidades productivas urbanas o rurales, por 
cuenta propia, y gremialistas en general, gozarán por parte del Estado de un régimen de protección 
especial, mediante una política de intercambio comercial equitativo y de precios justos para sus 
productos, así como la asignación preferente de recursos económicos financieros para incentivar su 
producción.  
 
III. El Estado protegerá, fomentará y fortalecerá las formas comunitarias de producción.  
 
Artículo 48. I. Las disposiciones sociales y laborales son de cumplimiento obligatorio. 
(…) 
 
Artículo 49. I. Se reconoce el derecho a la negociación colectiva.  
 

 
9 Argentina. Ley 24.013, Ley Nacional de empleo. Ver: https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/412/texact.htm 
10 Bolivia. Nueva Constitución Política del Estado. Ver: https://diputados.gob.bo/wp-content/uploads/2022/02/cpe.pdf  
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II. La ley regulará las relaciones laborales relativas a contratos y convenios colectivos; salarios 
mínimos generales, sectoriales e incrementos salariales; reincorporación; descansos remunerados y 
feriados; cómputo de antigüedad, jornada laboral, horas extra, recargo nocturno, dominicales; 
aguinaldos, bonos, primas u otros sistemas de participación en las utilidades de la empresa; 
indemnizaciones y desahucios; maternidad laboral; capacitación y formación profesional, y otros 
derechos sociales.  
 
III. El Estado protegerá la estabilidad laboral. Se prohíbe el despido injustificado y toda forma de 
acoso laboral. La ley determinará las sanciones correspondientes. 
(…) 
 
Artículo 51. I. Todas las trabajadoras y los trabajadores tienen derecho a organizarse en sindicatos 
de acuerdo con la ley.  
 
II. El Estado respetará los principios sindicales de unidad, democracia sindical, pluralismo político, 
autosostenimiento, solidaridad e internacionalismo.  
 
III. Se reconoce y garantiza la sindicalización como medio de defensa, representación, asistencia, 
educación y cultura de las trabajadoras y los trabajadores del campo y de la ciudad. 
(…). 
 

Ley General del Trabajo11 Artículo 1o. — La presente Ley determina con carácter general los derechos y obligaciones 
emergentes del trabajo, con excepción del agrícola que será objeto de disposición especial. Se aplica 
también, a las explotaciones del Estado y cualesquiera asociación pública o privada, aunque no 
persigan fines de lucro, salvo las excepciones que se determinen. 
(…) 
Artículo 4o. — Los derechos que esta ley reconoce a los trabajadores son irrenunciables y será nula 
cualquier convención en contrario. 
(…) 
 

Chile Constitución Política de la República12 Artículo 1°. Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos. 
 
La familia es el núcleo fundamental de la sociedad.  
 

 
11 Bolivia. Ley General del Trabajo. Ver: http://www.silep.gob.bo/norma/4204/ley_actualizada 
12 Chile. Constitución Política de la República. Ver: https://www.camara.cl/camara/doc/leyes_normas/constitucion.pdf  
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El Estado reconoce y ampara a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura 
la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos.  
 
El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo 
cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los 
integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno 
respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece.  
 
Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, 
propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la 
Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida 
nacional. 
 

CAPITULO III 
DE LOS DERECHOS Y DEBERES CONSTITUCIONALES 

Artículo 19. La Constitución asegura a todas las personas: 
(…) 
 
16°. La libertad de trabajo y su protección. Toda persona tiene derecho a la libre contratación y a la 
libre elección del trabajo con una justa retribución. Se prohíbe cualquiera discriminación que no se 
base en la capacidad o idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad 
chilena o límites de edad para determinados casos. Ninguna clase de trabajo puede ser prohibida, 
salvo que se oponga a la moral, a la seguridad o a la salubridad públicas, o que lo exija el interés 
nacional y una ley lo declare así. Ninguna ley o disposición de autoridad pública podrá exigir la 
afiliación a organización o entidad alguna como requisito para desarrollar una determinada actividad 
o trabajo, ni la desafiliación para mantenerse en éstos. La ley determinará las profesiones que 
requieren grado o título universitario y las condiciones que deben cumplirse para ejercerlas. Los 
colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación con tales profesiones, 
estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de 
sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva. Los 
profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley. La 
negociación colectiva con la empresa en que laboren es un derecho de los trabajadores, salvo los 
casos en que la ley expresamente no permita negociar. La ley establecerá las modalidades de la 
negociación colectiva y los procedimientos adecuados para lograr en ella una solución justa y 
pacífica. La ley señalará los casos en que la negociación colectiva deba someterse a arbitraje 
obligatorio, el que corresponderá a tribunales especiales de expertos cuya organización y 
atribuciones se establecerán en ella. No podrán declararse en huelga los funcionarios del Estado ni 
de las municipalidades. Tampoco podrán hacerlo las personas que trabajen en corporaciones o 
empresas, cualquiera que sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad 
pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento 
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de la población o a la seguridad nacional. La ley establecerá los procedimientos para determinar las 
corporaciones o empresas cuyos trabajadores estarán sometidos a la prohibición que establece este 
inciso; 
(…). 
 

Decreto con fuerza de Ley 1, Fija el texto 
refundido, coordinado y sistematizado del 

Código del Trabajo13 

Artículo 1.o Las relaciones laborales entre los empleadores y los trabajadores se regularán por este 
Código y por sus leyes complementarias. 
 
Estas normas no se aplicarán, sin embargo, a los funcionarios de la Administración del Estado, 
centralizada y descentralizada, del Congreso Nacional y del Poder Judicial, ni a los trabajadores de 
las empresas o instituciones del Estado o de aquellas en que éste tenga aportes, participación o 
representación, siempre que dichos funcionarios o trabajadores se encuentren sometidos por ley a 
un estatuto especial. Con todo, los trabajadores de las entidades señaladas en el inciso precedente 
se sujetarán a las normas de este Código en los aspectos o materias no regulados en sus respectivos 
estatutos, siempre que ellas no fueren contrarias a estos últimos. 
 
Art.2.o Reconócese la función social que cumple el trabajo y la libertad de las personas para contratar 
y dedicar su esfuerzo a la labor lícita que elijan. 
 
Las relaciones laborales deberán siempre fundarse en un trato compatible con la dignidad de la 
persona. Es contrario a ella, entre otras conductas, el acoso sexual, entendiéndose por tal el que una 
persona realice en forma indebida, por cualquier medio, requerimientos de carácter sexual, no 
consentidos por quien los recibe y que amenacen o perjudiquen su situación laboral o sus 
oportunidades en el empleo. Asimismo, es contrario a la dignidad de la persona el acoso laboral, 
entendiéndose por tal toda conducta que constituya agresión u hostigamiento reiterados, ejercida por 
el empleador o por uno o más trabajadores, en contra de otro u otros trabajadores, por cualquier 
medio, y que tenga como resultado para el o los afectados su menoscabo, maltrato o humillación, o 
bien que amenace o perjudique su situación laboral o sus oportunidades en el empleo. 
 
Son contrarios a los principios de las leyes laborales los actos de discriminación. 
Los actos de discriminación son las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en motivos de 
raza, color, sexo, maternidad, lactancia materna, amamantamiento, edad, estado civil, sindicación, 
religión, opinión política, nacionalidad, ascendencia nacional, situación socioeconómica, idioma, 
creencias, participación en organizaciones gremiales, orientación sexual, identidad de género, 
filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad u origen social, que tengan por objeto 
anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación. 

 
13 Chile. Decreto con fuerza de Ley 1, Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo. Ver: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=207436 
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(…). 
 

Ley 20.422, Establece normas sobre igualdad 
de oportunidades e inclusión social de 

personas con discapacidad14 

Objeto, principios y definiciones 
 
Artículo 1º.- El objeto de esta ley es asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las 
personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de 
sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad. 
 
Artículo 2°.- Para el cumplimiento del objeto señalado en el artículo anterior, se dará a conocer 
masivamente a la comunidad los derechos y principios de participación activa y necesaria en la 
sociedad de las personas con discapacidad, fomentando la valoración en la diversidad humana, 
dándole el reconocimiento de persona y ser social y necesario para el progreso y desarrollo del país. 
 
Artículo 3º.- En la aplicación de esta ley deberá darse cumplimiento a los principios de vida 
independiente, accesibilidad universal, diseño universal, intersectorialidad, participación y diálogo 
social. 
 
Para todos los efectos se entenderá por: 
 
a) Vida Independiente: El estado que permite a una persona tomar decisiones, ejercer actos de 
manera autónoma y participar activamente en la comunidad, en ejercicio del derecho al libre 
desarrollo de la personalidad. 
 
b) Accesibilidad Universal: La condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos 
y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, 
utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la 
forma más autónoma y natural posible. 
 
c) Diseño Universal: La actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen, entornos, 
procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de forma 
que puedan ser utilizados por todas las personas o en su mayor extensión posible. 
 
d) Intersectorialidad: El principio en virtud del cual las políticas, en cualquier ámbito de la gestión 
pública, deben considerar como elementos transversales los derechos de las personas con 
discapacidad. 
 

 
14 Chile. Ley 20.422, Establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Ver: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1010903 
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e) Participación y Diálogo Social: Proceso en virtud del cual las personas con discapacidad, las 
organizaciones que las representan y las que agrupan a sus familias, ejercen un rol activo en la 
elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas que les conciernen. 
(…). 
 

Colombia Constitución Política15 Artículo 53º—El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta 
por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales:  
 
Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a 
la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos 
establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y 
discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación 
de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los 
sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento 
y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de 
edad.  
 
El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. Los 
convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna.  
 
La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la 
dignidad humana ni los derechos de los trabajadores. 
 
Artículo 54º—Es obligación del Estado y de los empleadores ofrecer formación y habilitación 
profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe propiciar la ubicación laboral de las 
personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el derecho a un trabajo acorde con sus 
condiciones de salud.  
 
Artículo 55º—Se garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las relaciones laborales, 
con las excepciones que señale la ley. 
(…) 
 

Código Sustantivo del Trabajo16 
 

ARTICULO 1o. OBJETO. La finalidad primordial de este Código es la de lograr la justicia en las 
relaciones que surgen entre empleadores y trabajadores, dentro de un espíritu de coordinación 
económica y equilibrio social.  

 
15 Colombia. Constitución Política. Ver: https://www.camara.gov.co/sites/default/files/2017-06/ConstitucionPoliticaColombia_20100810.pdf 
16 Colombia. Código Sustantivo del Trabajo. Ver: https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Codigo/30019323 
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ARTICULO 2o. APLICACION TERRITORIAL. El presente Código rige en todo el territorio de la 
República para todos sus habitantes, sin consideración a su nacionalidad.  
(…) 
 
ARTICULO 7o. OBLIGATORIEDAD DEL TRABAJO. El trabajo es socialmente obligatorio. 
 
ARTICULO 8o. LIBERTAD DE TRABAJO. Nadie puede impedir el trabajo a los demás, ni que se 
dediquen a la profesión, industria o comercio que les plazca, siendo lícito su ejercicio, sino mediante 
resolución de autoridad competente encaminada a tutelar los derechos de los trabajadores o de la 
sociedad, en los casos que se prevean en la ley.  
 
ARTICULO 9o. PROTECCION AL TRABAJO. El trabajo goza de la protección del Estado, en la 
forma prevista en la Constitución Nacional y las leyes. Los funcionarios públicos están obligados a 
prestar a los trabajadores una debida y oportuna protección para la garantía y eficacia de sus 
derechos, de acuerdo con sus atribuciones.  
 
Artículo 10. IGUALDAD DE LOS TRABAJADORES Y LAS TRABAJADORAS. Todos los 
trabajadores y trabajadoras son iguales ante la ley, tienen la misma protección y garantías, en 
consecuencia, queda abolido cualquier tipo de distinción por razón del carácter intelectual o material 
de la labor, su forma o retribución, el género o sexo salvo las excepciones establecidas por la ley. 
 
ARTICULO 11. DERECHO AL TRABAJO. Toda persona tiene derecho al trabajo y goza de libertad 
para escoger profesión u oficio, dentro de las normas prescritas por la Constitución y la Ley.  
 
ARTICULO 12. DERECHOS DE ASOCIACION Y HUELGA. El Estado colombiano garantiza los 
derechos de asociación y huelga, en los términos prescritos por la Constitución Nacional y las leyes.  
 
ARTICULO 13. MINIMO DE DERECHOS Y GARANTIAS. Las disposiciones de este Código 
contienen el mínimo de derechos y garantías consagradas en favor de los trabajadores. No produce 
efecto alguno cualquiera estipulación que afecte o desconozca este mínimo.  
 
ARTICULO 14. CARACTER DE ORDEN PUBLICO. IRRENUNCIABILIDAD. Las disposiciones 
legales que regulan el trabajo humano son de orden público y, por consiguiente, los derechos y 
prerrogativas que ellas conceden son irrenunciables, salvo los casos expresamente exceptuados por 
la ley.  
 
ARTICULO 15. VALIDEZ DE LA TRANSACCION. Es válida la transacción en los asuntos del 
trabajo, salvo cuando se trate de derechos ciertos e indiscutibles.  
(…) 
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ARTICULO 19. NORMAS DE APLICACION SUPLETORIA. Cuando no haya norma exactamente 
aplicable al caso controvertido, se aplican las que regulen casos o materias semejantes, los principios 
que se deriven de este Código, la jurisprudencia, la costumbre o el uso, la doctrina, los Convenios y 
Recomendaciones adoptados por la Organización y las Conferencias Internacionales del Trabajo, en 
cuanto no se opongan a las leyes sociales del país, los principios del derecho común que no sean 
contrarios a los del Derecho del Trabajo, todo dentro de un espíritu de equidad.  
(…) 
 
ARTICULO 21. NORMAS MAS FAVORABLES. En caso de conflicto o duda sobre la aplicación de 
normas vigentes de trabajo, prevalece la más favorable al trabajador. La norma que se adopte debe 
aplicarse en su integridad.  
 

México Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos17 

Título Sexto 
Del Trabajo y de la Previsión Social 

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán 
la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. 
 
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, 
las cuales regirán: 
 
A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general, todo 
contrato de trabajo: 
 
I. La duración de la jornada máxima será de ocho horas.  
 
II. La jornada máxima de trabajo nocturno será de 7 horas. Quedan prohibidas: las labores insalubres 
o peligrosas, el trabajo nocturno industrial y todo otro trabajo después de las diez de la noche, de los 
menores de dieciséis años; 
 
III. Queda prohibida la utilización del trabajo de los menores de quince años. Los mayores de esta 
edad y menores de dieciséis tendrán como jornada máxima la de seis horas.  
 
IV. Por cada seis días de trabajo deberá disfrutar el operario de un día de descanso, cuando menos.  
V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan un esfuerzo considerable y 
signifiquen un peligro para su salud en relación con la gestación; gozarán forzosamente de un 

 
17 México. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ver: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 
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descanso de seis semanas anteriores a la fecha fijada aproximadamente para el parto y seis semanas 
posteriores al mismo, debiendo percibir su salario íntegro y conservar su empleo y los derechos que 
hubieren adquirido por la relación de trabajo. En el período de lactancia tendrán dos descansos 
extraordinarios por día, de media hora cada uno para alimentar a sus hijos;  
 
VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los trabajadores serán generales o profesionales. Los 
primeros regirán en las áreas geográficas que se determinen; los segundos se aplicarán en ramas 
determinadas de la actividad económica o en profesiones, oficios o trabajos especiales. El salario 
mínimo no podrá ser utilizado como índice, unidad, base, medida o referencia para fines ajenos a su 
naturaleza. 
 
Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes para satisfacer las necesidades normales de 
un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para proveer a la educación obligatoria de 
los hijos. Los salarios mínimos profesionales se fijarán considerando, además, las condiciones de las 
distintas actividades económicas.  
 
Los salarios mínimos se fijarán por una comisión nacional integrada por representantes de los 
trabajadores, de los patrones y del gobierno, la que podrá auxiliarse de las comisiones especiales de 
carácter consultivo que considere indispensables para el mejor desempeño de sus funciones.  
 
VII. Para trabajo igual debe corresponder salario igual, sin tener en cuenta sexo ni nacionalidad. 
 
VIII. El salario mínimo quedará exceptuado de embargo, compensación o descuento.  
 
IX. Los trabajadores tendrán derecho a una participación en las utilidades de las empresas, regulada 
de conformidad con las siguientes normas:  
 
a) Una Comisión Nacional, integrada con representantes de los trabajadores, de los patronos y del 
Gobierno, fijará el porcentaje de utilidades que deba repartirse entre los trabajadores;  
 
b) La Comisión Nacional practicará las investigaciones y realizará los estudios necesarios y 
apropiados para conocer las condiciones generales de la economía nacional. Tomará asimismo en 
consideración la necesidad de fomentar el desarrollo industrial del País, el interés razonable que 
debe percibir el capital y la necesaria reinversión de capitales;  
 
c) La misma Comisión podrá revisar el porcentaje fijado cuando existan nuevos estudios e 
investigaciones que los justifiquen.  
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d) La Ley podrá exceptuar de la obligación de repartir utilidades a las empresas de nueva creación 
durante un número determinado y limitado de años, a los trabajos de exploración y a otras actividades 
cuando lo justifique su naturaleza y condiciones particulares;  
 
e) Para determinar el monto de las utilidades de cada empresa se tomará como base la renta gravable 
de conformidad con las disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Los trabajadores podrán 
formular ante la Oficina correspondiente de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público las 
objeciones que juzguen convenientes, ajustándose al procedimiento que determine la ley;  
 
f) El derecho de los trabajadores a participar en las utilidades no implica la facultad de intervenir en 
la dirección o administración de las empresas. 
(…). 
 

Ley Federal del Trabajo18 Artículo 1o.- La presente Ley es de observancia general en toda la República y rige las relaciones 
de trabajo comprendidas en el artículo 123, Apartado A, de la Constitución. 
 
Artículo 2o.- Las normas del trabajo tienden a conseguir el equilibrio entre los factores de la 
producción y la justicia social, así como propiciar el trabajo digno o decente en todas las relaciones 
laborales.  
 
Se entiende por trabajo digno o decente aquél en el que se respeta plenamente la dignidad humana 
del trabajador; no existe discriminación por origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad, 
condición social, condiciones de salud, religión, condición migratoria, opiniones, preferencias 
sexuales o estado civil; se tiene acceso a la seguridad social y se percibe un salario remunerador; se 
recibe capacitación continua para el incremento de la productividad con beneficios compartidos, y se 
cuenta con condiciones óptimas de seguridad e higiene para prevenir riesgos de trabajo.  
 
El trabajo digno o decente también incluye el respeto irrestricto a los derechos colectivos de los 
trabajadores, tales como la libertad de asociación, autonomía, el derecho de huelga y de contratación 
colectiva. 
 
Se tutela la igualdad sustantiva o de hecho de trabajadores y trabajadoras frente al patrón.  
 
La igualdad sustantiva es la que se logra eliminando la discriminación contra las mujeres que 
menoscaba o anula el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos humanos y las libertades 

 
18 México. Ley Federal del Trabajo. Ver: http://www.ordenjuridico.gob.mx/Documentos/Federal/pdf/wo9059.pdf 
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fundamentales en el ámbito laboral. Supone el acceso a las mismas oportunidades, considerando las 
diferencias biológicas, sociales y culturales de mujeres y hombres. 

Artículo reformado DOF 30-11-2012  
 
Artículo 3o.- El trabajo es un derecho y un deber social. No es artículo de comercio, y exige respeto 
para las libertades y dignidad de quien lo presta, así como el reconocimiento a las diferencias entre 
hombres y mujeres para obtener su igualdad ante la ley. Debe efectuarse en condiciones que 
aseguren la vida digna y la salud para las y los trabajadores y sus familiares dependientes.  

Párrafo reformado DOF 01-05-2019 
 
No podrán establecerse condiciones que impliquen discriminación entre los trabajadores por motivo 
de origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad, condición social, condiciones de salud, 
religión, condición migratoria, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otro que 
atente contra la dignidad humana.  
 
No se considerarán discriminatorias las distinciones, exclusiones o preferencias que se sustenten en 
las calificaciones particulares que exija una labor determinada.  
 
Es de interés social garantizar un ambiente laboral libre de discriminación y de violencia, promover y 
vigilar la capacitación, el adiestramiento, la formación para y en el trabajo, la certificación de 
competencias laborales, la productividad y la calidad en el trabajo, la sustentabilidad ambiental, así 
como los beneficios que éstas deban generar tanto a los trabajadores como a los patrones.  

Párrafo reformado DOF 01-05-2019  
Artículo reformado DOF 28-04-1978, 30-11-2012 

 
(…). 

Uruguay Constitución de la República19 Artículo 53.- El trabajo está bajo la protección especial de la ley. 
Todo habitante de la República, sin perjuicio de su libertad, tiene el deber de aplicar sus energías 
intelectuales o corporales en forma que redunde en beneficio de la colectividad, la que procurará 
ofrecer, con preferencia a los ciudadanos, la posibilidad de ganar su sustento mediante el desarrollo 
de una actividad económica. 
 
Artículo 54.- La ley ha de reconocer a quien se hallare en una relación de trabajo o servicio, como 
obrero o empleado, la independencia de su conciencia moral y cívica; la justa remuneración; la 
limitación de la jornada; el descanso semanal y la higiene física y moral. 

 
19 Uruguay. Constitución de la República. Ver: https://parlamento.gub.uy/documentosyleyes/documentos/1/HTML 
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El trabajo de las mujeres y de los menores de dieciocho años será especialmente reglamentado y 
limitado. 
 
Artículo 55.- La ley reglamentará la distribución imparcial y equitativa del trabajo. 
 
Artículo 56.- Toda empresa cuyas características determinen la permanencia del personal en el 
respectivo establecimiento, estará obligada a proporcionarle alimentación y alojamiento adecuados, 
en las condiciones que la ley establecerá. 
 
Artículo 57.- La ley promoverá la organización de sindicatos gremiales, acordándoles franquicias y 
dictando normas para reconocerles personería jurídica. 
Promoverá, asimismo, la creación de tribunales de conciliación y arbitraje. 
Declárase que la huelga es un derecho gremial. Sobre esta base se reglamentará su ejercicio y 
efectividad. 

Ley 19978, Teletrabajo20 Artículo 1 
(Concepto).- A los efectos de la presente ley, entiéndese por "teletrabajo" la prestación del trabajo, 
total o parcial, fuera del ámbito físico proporcionado por el empleador, utilizando preponderantemente 
las tecnologías de la información y de la comunicación, ya sea en forma interactiva o no (online - 
offline). 
 
Artículo 2 
(Ámbito de aplicación).- La presente regulación será aplicable a las relaciones laborales que se 
desempeñen en un régimen de subordinación y dependencia en las que el empleador sea una 
persona privada o de derecho público no estatal. 
 
Artículo 3 
(Principios rectores).- Son principios rectores para la aplicación de la presente ley, los siguientes: 
A) Voluntariedad. El teletrabajo es voluntario, deberá obtenerse el consentimiento del trabajador, el 
que deberá constar por escrito. 
 
B) Reversibilidad. Las partes podrán modificar la modalidad de trabajo presencial a la de teletrabajo 
y de teletrabajo a presencial, previo acuerdo por escrito. 
 
C) Igualdad. Los teletrabajadores gozarán de los mismos derechos y acceso a las mismas 
condiciones de trabajo que los trabajadores presenciales, salvo las que sean inherentes a la 

 
20 Uruguay. Ley 19978, Teletrabajo. Ver: https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19978-2021 
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prestación del trabajo en forma presencial. En particular, se respetará su derecho al descanso, a la 
intimidad, a la seguridad e higiene laboral y a la libertad sindical. 
 
D) No discriminación. La modalidad de teletrabajo no será medio para la distinción, exclusión o 
restricción, ya sea basada en la nacionalidad, origen étnico racial, sexo, edad, orientación sexual o 
identidad de    género, estado civil, religión, condición económica, social, cultural, situación de 
discapacidad, lugar de residencia u otros factores, que tenga por objeto menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales. 
 
E) Fomento del empleo. Se reconoce al teletrabajo como una modalidad necesaria para la generación 
de empleo y en particular para el acceso a puestos de trabajo de personas con responsabilidades 
familiares, personas con discapacidad o de quien ellos dependan o a cuyo cuidado estén. 
(…). 
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IV. JURISPRUDENCIA 
 
El Tribunal Constitucional en la sentencia del expediente 008-2005-PI/TC21, 
señala el régimen constitucional del trabajo; indicando los principios laborales 
constitucionales: 
 

c) Régimen constitucional del trabajo 
  
17.  Del mismo modo y dada su vinculación con la materia evaluada, es 
necesario desarrollar el marco constitucional del régimen del trabajo, 
toda vez que sus normas, con las particularidades y excepciones que 
ella misma prevé, se aplican tanto al régimen público como al privado de 
trabajo y nos servirán conjuntamente con el marco constitucional de la 
función pública, para el análisis de la constitucionalidad de los artículos 
impugnados. 
  
c.1.) Algunas consideraciones liminares sobre la noción trabajo 
  
18.  Al trabajo puede definírsele como la aplicación o ejercicio de las 
fuerzas humanas, en su plexo espiritual y material, para la producción 
de algo útil. En ese contexto, implica la acción del hombre, con todas sus 
facultades morales, intelectuales y físicas, en aras de producir un bien, 
generar un servicio, etc. 
El trabajo se identifica inseparablemente con la persona misma. En toda 
actividad laboral queda algo de su ejecutor: el hombre. A través del 
trabajo se presenta siempre la impronta del ser humano; o sea, una 
huella, marca o sello que caracteriza su plasmación. El Papa Juan Pablo 
II [Encíclica  laborem exercens. Lima. Salesiana, S/F] señala que: 
“El trabajo es un bien del hombre, es un bien de la humanidad, porque 
mediante éste no sólo se transforma la naturaleza adaptándola a las 
propias necesidades, sino que se realiza a sí mismo como hombre; es 
más, en un cierto sentido se hace más hombre”. 
 
Asimismo, como lo enfatiza el Papa León XIII [Encíclica rerum novarum. 
Lima: Paulinas, 1966] el trabajo tiene el doble signo de 
lo personal y necesario. Es personal, porque la 
fuerzacon que se trabaja es inherente a la persona y enteramente propia 
de aquel que con ella labora. Es necesario, porque del fruto de su trabajo 
el hombre se sirve para sustentar su vida, lo cual es un deber 
imprescindible impuesto por la misma naturaleza. 
 
Es evidente que la verdadera dignidad del trabajador radica en su 
condición de sujeto y autor y, por consiguiente, verdadero fin de todo 
proceso productivo. La importancia del trabajo descansa en tres 
aspectos sustantivos: 
-Esencialidad del acto humano, destinado al mantenimiento y desarrollo 
de la existencia y coexistencia sociales. 
-Vocación y exigencia de la naturaleza humana. El trabajo es sinónimo 
y expresión de vida. 
-Carácter social de la función, ya que sólo es posible laborar 
verdaderamente a través de la colaboración directa o indirecta de otro 
ser humano, o sea, trabajando con y para los otros. 

 
21 https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2005/00008-2005-AI.html 



PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES LABORALES 
 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL   
26 

  
c.2.) Estado y trabajo 
  
19.  De conformidad con lo que dispone el artículo 23.° de la 
Constitución, el Estado asume las siguientes responsabilidades con 
relación al trabajo: 
-Promover condiciones para el progreso social y económico. Para tal 
efecto, tiene la obligación de establecer políticas de fomento del empleo 
productivo y de educación para el trabajo. 
-Asegurar que ninguna relación laboral limite el ejercicio de los derechos 
constitucionales ni desconozca o rebaje la dignidad del trabajador. 
 
-Asegurar que a ningún trabajador se le obligue a prestar servicios sin 
retribución compensatoria o sin su libre consentimiento. 
-Proteger especialmente la actividad laboral de la madre, el menor de 
edad y el impedido. 
  
c.3.) Los principios laborales constitucionales 
  
20.  Denomínase como tales a aquellas reglas rectoras que informan la 
elaboración de las normas de carácter laboral, amén de servir de fuente 
de inspiración directa o indirecta en la solución de conflictos, sea 
mediante la interpretación, aplicación o integración normativas. 
 
La relación laboral se caracteriza en sí misma por la desigualdad, lo que 
hace que el empleador devenga en la parte “fuerte” e “imponente” y el 
trabajador en la parte “débil” e “impotente”. 
 
Mario Pasco Cosmópolis [El principio protector en el proceso laboral. 
En:  Revista de Iure N.º 1. Editada por los alumnos de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de Lima, 1999, p. 77] 
reconoce dicha situación asimétrica, entre otros, en los campos jurídico 
y económico. 
 
En efecto, en el campo jurídico sustancial el rasgo más característico de 
la relación de trabajo es la subordinación y los deberes imputables al 
trabajador; y en el campo jurídico procesal se constata la capacidad 
intimidatoria que se puede crear para impedir los reclamos en vía litigiosa 
y la extensión de la posición predominante en materia de 
prueba.  Asimismo, en el campo económico, la nota más específica es 
que frente a la propiedad del medio de producción, el trabajador sólo 
puede exponer su fuerza de trabajo. 
 
Para hacer frente a ello se afirman los principios protectores o de 
igualación compensatoria, por el cual, reconociéndose la existencia 
asimétrica de la relación laboral, se promueve por la vía constitucional y 
legal la búsqueda de un equilibrio entre los sujetos de la misma. Al 
respecto, el artículo 26.° de la Constitución expresa una pluralidad de 
principios de dicha naturaleza; a saber: 
  
c.3.1. Indubio pro operario 
  
21.  Hace referencia a la traslación de la vieja regla del derecho 
romano indubio pro reo.  Nuestra Constitución exige la interpretación 
favorable al trabajador en caso de duda insalvable sobre el sentido de 
una norma, vale decir que se acredite que a pesar de los aportes de las 
fuentes de interpretación, la norma deviene indubitablemente en un 
contenido incierto e indeterminado.  
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La noción de duda insalvable debe ser entendida como aquella que no 
puede ser resuelta por medio de la técnica hermenéutica. 
 
El principio indubio pro operario será aplicable cuando exista un 
problema de asignación de significado de los alcances y contenido de 
una norma.  Ergo, nace de un conflicto de interpretación, mas no de 
integración normativa. La noción de “norma” abarca a la misma 
Constitución, los tratados, leyes, los reglamentos, los convenios 
colectivos de trabajo, los contratos de trabajo, etc. 
 
Pasco Cosmopolis precisa que la aplicación de este principio debe 
ajustarse a los siguientes dos requisitos: 
-Existencia de una duda insalvable o inexpugnable. 
-Respeto a la ratio juris de la norma objeto de interpretación (para tal 
efecto, el aplicador del derecho deberá asignarle un sentido concordante 
y compatible con la razón de ésta). 
 
El Tribunal Constitucional considera que la aplicación del referido 
principio está sujeta a las cuatro consideraciones siguientes: 
-Existencia de una norma jurídica que, como consecuencia del proceso 
de interpretación, ofrece varios sentidos. 
-Imposibilidad lógico-axiológica de dirimir esta duda mediante la 
utilización de cualquier método de interpretación admitido como válido 
por el ordenamiento nacional. 
-Obligación de adoptar como sentido normativo a aquél que ofrece 
mayores beneficios al trabajador. 
-Imposibilidad del operador de integrar la norma, ya que el principio no 
se refiere a suplir la voluntad de éste, sino a adjudicarle el sentido más 
favorable al trabajador. 
  
c.3.2.) La igualdad de oportunidades 
  
22. Hace referencia a la regla de no discriminación en materia laboral. 
En puridad, plantea la plasmación de la isonomia en el trato previsto 
implícitamente en el inciso 2) del artículo 2º de la Constitución; el cual 
específicamente hace referencia a la igualdad ante la ley. 
  
c.3.3.) Referencia a la regla de no discriminación en materia laboral 
  
23. Esta regla de igualdad asegura, en lo relativo a los derechos 
laborales, la igualdad de oportunidades de acceso al empleo. 
 
Tal como se ha precisado anteriormente, la isonomia entre las personas 
se manifiesta en dos planos:  La igualdad ante la ley y la igualdad de 
trato (en este caso aplicable al ámbito de las actividades laborales). 
 
La igualdad ante la ley obliga a que el Estado asuma una determinada 
conducta al momento de legislar o de impartir justicia. 
 
Al respecto, el artículo 103° de la Constitución compromete al Estado a 
no dictar leyes por razón de las personas, sino por la naturaleza de las 
cosas. El artículo 22º de la Ley Orgánica del Poder Judicial exige a dicho 
ente no apartarse de sus precedentes judiciales, 
salvo que existan razones justificadas para ello; y el artículo VII del Título 
Preliminar del Código Procesal Constitucional, prescribe que el Tribunal 
Constitucional sólo podrá apartarse de sus precedentes vinculantes 
cuando  
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exprese los fundamentos de hecho y derecho que sustenten la sentencia 
y las razones del apartamiento del precedente jurisprudencial. 
 
La igualdad de oportunidades –en estricto, igualdad de trato– obliga a 
que la conducta ya sea del Estado o los particulares, en relación a las 
actividades laborales, no genere una diferenciación no razonable y, por 
ende, arbitraria. 
 
En ese sentido, la discriminación en materia laboral aparece cuando se 
afecta al trabajador en sus características innatas como ser humano (lo 
propio y privativo de la especie), o cuando se vulnera la cláusula de no 
discriminación prevista por la Constitución. 
  
Miguel Rodríguez Piñeiro y Mejía Fernández López [Igualdad y 
discriminación. Madrid, Tecnos, 1986, p. 47) exponen que para 
establecer si una conducta en una empresa es discriminatoria o una 
diferenciación es razonable, es necesario precisar cuándo dos 
situaciones reales son equiparables y cuándo sus similitudes 
predominan sobre sus diferencias. 
 
La discriminación en materia laboral, strictu sensu, se acredita por los 
dos tipos de acciones siguientes: 
 
Por acción directa: la conducta del empleador forja una distinción basada 
en una razón inconstitucional. En esta hipótesis, la intervención y el 
efecto perseguibles se fundamentan en un juicio y una decisión carente 
de razonabilidad y proporcionalidad. 
 
Tal el caso de la negación de acceso al empleo derivada de la opción 
política o sexual del postulante, por la concesión de mayores beneficios 
a unos trabajadores sobre otros, por su mera condición de no afiliados a 
una organización sindical, el despido por el solo hecho del ejercicio de 
las actividades sindicales, etc. 
 
Por acción indirecta: la conducta del empleador forja una distinción 
basada en una discrecionalidad antojadiza y veleidosa revestida con la 
apariencia de “lo constitucional”, cuya intención y efecto perseguible, 
empero, son intrínsecamente discriminatorios para uno o más 
trabajadores. 
 
Tal el caso, por ejemplo, de las reglas de evaluación laboral sobre la 
base de exigencia de conocimientos no vinculados con la actividad 
laboral del o los trabajadores. 
 
Dichas acciones, proscritas por la Constitución, pueden darse en las 
condiciones o circunstancias siguientes: 
-Acto de diferenciación arbitraria al momento de postular a un empleo. 
-Acto de diferenciación arbitraria durante la relación laboral (formación y 
capacitación laboral, promociones, otorgamiento de beneficios, etc.). 
  
(…) 
  
En ese contexto, se proscribe la utilización de criterios de selección que 
carezcan de una justificación objetiva y razonable; la adhesión a criterios 
de selección simultáneamente distintos, cuando las situaciones de 
postulación son idénticas; amén de tratos diferenciados basado en 
motivos de raza, sexo, religión, opinión, origen social, etc. 



PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES LABORALES 
 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL   
29 

  
c.3.4.) La irrenunciabilidad de derechos 
  
24. Hace referencia a la regla de no revocabilidad e irrenunciabilidad de 
los derechos reconocidos al trabajador por la Constitución y la ley. Al 
respecto, es preciso considerar que también tienen la condición de 
irrenunciables los derechos  
 
reconocidos por los tratados de Derechos Humanos, toda vez que estos 
constituyen el estándar mínimo de derechos que los Estados se obligan 
a garantizar a sus ciudadanos [Remotti Carbonell, José Carlos: La Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Estructura, funcionamiento y 
jurisprudencia, Barcelona, Instituto Europeo de Derecho, 2003, p. 18]. 
 
En ese sentido, de conformidad con lo establecido en el artículo V del 
Título Preliminar del Código Civil, la renuncia a dichos derechos sería 
nula y sin efecto legal alguno. 
 
Así, conforme se desprende de lo previsto en el inciso 2) del artículo 26.º 
de la Constitución, la irrenunciabilidad sólo alcanza a aquellos “(...) 
derechos reconocidos por la Constitución y la ley”. 
 
No cubre, pues, a aquellos provenientes de la convención colectiva de 
trabajo o la costumbre. 
 
Por otro lado, debe precisarse que un derecho de naturaleza laboral 
puede provenir de una norma dispositiva o taxativa. En ese contexto, la 
irrenunciabilidad es sólo operativa en el caso de la segunda. 
  
La norma dispositiva es aquella que opera sólo cuando no existe 
manifestación de voluntad o cuando ésta se expresa con ausencia de 
claridad.  El Estado las hace valer únicamente por defecto u omisión en 
la expresión de voluntad de los sujetos de la relación laboral. 
 
Las normas dispositivas se caracterizan por suplir o interpretar una 
voluntad no declarada o precisar y aclararla por defecto de 
manifestación; y por otorgar a los sujetos de una relación laboral la 
atribución de regulación con pleno albedrío dentro del marco de la 
Constitución y la ley. 
 
Ante este tipo de modalidad normativa, el trabajador puede libremente 
decidir sobre la conveniencia, o no, de ejercitar total o parcialmente un 
derecho de naturaleza individual. 
 
Al respecto, puede citarse el caso del derecho a vacaciones 
contemplado en el Decreto Legislativo N.º 713, en donde se establece 
que el trabajador tiene derecho a treinta días naturales de descanso 
remunerado al año y, dentro de ese contexto, por la prerrogativa de la 
voluntad establecida en dicha norma, este puede disponer hasta de 
quince días para continuar prestando servicios a su empleador, a cambio 
de una compensación extraordinaria. Por ende, tiene la capacidad 
autodeterminativa de decidir un “canje” sobre aquello. 
 
En cambio, la norma taxativa es aquella que ordena y dispone sin tomar 
en cuenta la voluntad de los sujetos de la relación laboral. En ese ámbito, 
el trabajador no puede “despojarse”, permutar o renunciar a los 
beneficios, facultades o atribuciones que le concede la norma. 
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Javier Neves Mujica [Introducción al derecho laboral. Lima: Fondo 
Editorial de la PUCP, 2003, p. 103] manifiesta que el principio de 
irrenunciabilidad de derechos es justamente el que prohíbe que los actos 
de disposición del trabajador, como titular de un derecho, recaigan sobre 
normas taxativas, y sanciona con la invalidez la transgresión de esta 
pauta basilar. 
 
La irrenunciabilidad de los derechos laborales proviene y se sujeta al 
ámbito de las normas taxativas que, por tales, son de orden público y 
con vocación tuitiva a la parte más débil de la relación laboral. Es 
conveniente consignar que una norma jurídica puede contener dentro de 
su texto, partes taxativas y dispositivas. 
 
El Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de pronunciarse sobre la 
materia en el caso Sindicato de Trabajadores de Toquepala vs. Southern 
Perú Copper Corporation (Expediente N.° 1396-2001-AA/TC), en donde 
estableció que si (...) las partes acordaron no solo  la  duración  de  la  
jornada  ordinaria  de  trabajo,  será  también  las jornadas atípicas, 
situación que, de por si, no violenta derecho fundamental de los afiliados 
al Sindicato, sino sólo cuando dicha estipulación sea indebidamente 
aplicada;  de otro lado, lo expuesto no sólo no contradice el principio 
contenido en el inciso 2) del artículo 26.º de la Constitución, relativo al 
carácter irrenunciable de los derechos reconocidos por la Constitución y 
la ley, por encontrarse previsto en la misma, como se ha observado, sino 
también, porque el derecho protegido en la Carta Magna es el relativo a 
una jornada de trabajo que no excede de las cuarenta y ocho horas  
semanales (...).”  
 
c.4.) Los derechos colectivos de los trabajadores según la 
Constitución 
  
25. Estos hacen referencia a las facultades o atribuciones que ejerce el 
trabajador en concordancia, unión o asociación con sus pares.  En ese 
contexto viabilizan las actividades de las organizaciones sindicales. 
Los artículos 28.° y 29.° de la Constitución identifican los derechos 
laborales de naturaleza colectiva, a saber: 
  
c.4.1.) La libertad sindical 
  
26. Se la define como la capacidad autoderminativa para participar en la 
constitución y desarrollo de la actividad sindical. 
 
Enrique Álvarez Conde [Curso de derecho constitucional VI. Madrid: 
Tecnos, 1999, p. 457] señala que “(...) este derecho fundamental (...) 
debe ser considerado como una manifestación del derecho de 
asociación, gozando, por tanto, también de la naturaleza de los derechos 
de participación política”. 
 
Por ende, alude a un atributo directo, ya que relaciona un derecho civil y 
un derecho político, y se vincula con la consolidación del Estado Social 
y Democrático de Derecho, ya que constitucionaliza la creación y 
fundamentación de las organizaciones sindicales. 
 
En ese sentido, el Tribunal Constitucional Español, en la STC 292/1993, 
precisa que los sindicatos son “(...) formaciones de relevancia social, en 
la estructura pluralista de una sociedad democrática”. 
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En ese contexto, implica un haz de facultades y el ejercicio autónomo 
de homus faver –homus politicus, referido a aspectos tales como: 
-El derecho a fundar organizaciones sindicales. 
-El derecho de libre afiliación, desafiliación y reafiliación en las 
organizaciones sindicales existentes. 
-El derecho a la actividad sindical. 
-El derecho de las organizaciones sindicales a ejercer libremente las 
funciones que la Constitución y las leyes le asignen, en defensa de los 
intereses de sus afiliados. Ello comprende la reglamentación interna, la 
representación institucional, la autonomía en la gestión, etc. 
-El derecho a que el Estado no interfiera –salvo el caso de violación de 
la Constitución o la ley- en las actividades de las organizaciones 
sindicales. 
  
c.4.2.) Los alcances de la libertad sindical 
  
27. Esta facultad se manifiesta en dos planos: el intuito persona y el 
plural. 
  
La libertad sindical intuito persona plantea dos aspectos: 
-Aspecto positivo: Comprende el derecho de un trabajador a constituir 
organizaciones sindicales y a afiliarse a los sindicatos ya constituidos. 
Dentro de ese contexto se plantea el ejercicio de la actividad sindical. 
-Aspecto negativo: Comprende el derecho de un trabajador a no afiliarse 
o a desafiliarse de una organización sindical. 
 
La libertad sindical plural plantea tres aspectos: 
-Ante el Estado: Comprende la autonomía sindical, la personalidad 
jurídica y la diversidad sindical. 
-Ante los empleadores: Comprende el fuero sindical y la proscripción de 
prácticas desleales. 
 
-Ante las otras organizaciones sindicales: Comprende la diversidad 
sindical, la proscripción de las cláusulas sindicales, etc. 
  
La libertad sindical intuito persona se encuentra amparada 
genéricamente por el inciso 1 del artículo 28.º de la Constitución. 
Empero, una lectura integral de dicho texto demuestra que se 
encuentran excluidos de su goce los siguientes componentes del Estado 
peruano: 
-Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional (artículo 
42.° de la Constitución). 
-Los miembros del Ministerio Público y del Órgano Judicial (artículo 153.° 
de la Constitución). 
-Los miembros de la Administración Pública, con poder de decisión o que 
desempeñen cargos de confianza o dirección (artículo 42.° de la 
Constitución). 
  
c.4.3.) La Constitución y los sindicatos 
  
28. El sindicato es una organización o asociación integrada por personas 
que, ejerciendo el mismo oficio o profesión, o trabajando en un mismo 
centro de labores, se unen para alcanzar principalmente los siguientes 
objetivos: 
-Estudio, desarrollo, protección y defensa de los derechos e intereses de 
sus miembros. 
-Mejoramiento social, económico y moral de sus miembros. 



PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES LABORALES 
 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL   
32 

  
Entre los principales fines y funciones que nuestra legislación establece 
para los sindicatos en el ámbito de la legislación privada, se tienen los 
siguientes: 
-Representar al conjunto de trabajadores comprendidos dentro de su 
ámbito, en los conflictos, controversias o reclamaciones de naturaleza 
colectiva. 
-Celebrar convenciones colectivas de trabajo y, dentro de ese contexto, 
exigir su cumplimiento. 
-Representar o defender a sus miembros a su solicitud, en las 
controversias o reclamaciones de carácter individual. 
-Promover la creación de organismos de auxilio y promoción social de 
sus miembros (cooperativas, cajas-fondos, etc.). 
-Promover el mejoramiento cultural, así como la educación general, 
técnica y gremial de sus miembros. 
  
Para ser miembro de un sindicato, la legislación del régimen privado 
exige lo siguiente: 
-Ser trabajador de la empresa, profesión u oficio que corresponda según 
el tipo de sindicato y, dentro de ese contexto, haber superado el período 
de prueba. 
-No formar parte del personal de dirección ni desempeñar cargo de 
confianza del empleador, salvo que el estatuto de la empresa 
expresamente lo admita. 
-No encontrarse afiliado a otro sindicato. 
  
(…). 
  
c.4.4.) El convenio colectivo 
  
29. Se le define como el acuerdo que permite crear, modificar o extinguir 
derechos y obligaciones referidas a remuneraciones, condiciones de 
trabajo, productividad y demás aspectos concernientes a las relaciones 
laborales. En puridad, emana de una autonomía relativa consistente en 
la capacidad de regulación de las relaciones laborales entre los 
representantes de los trabajadores y sus empleadores. 
  
El convenio colectivo permite la facultad de autorregulación entre 
trabajadores y empleadores, a efectos de reglamentar y administrar por 
sí mismos sus intereses en conflicto. Surge de la negociación llevada a 
cabo entre el empleador o una organización de empleadores y una o 
varias organizaciones sindicales, con miras a  
 
ordenar y regular las relaciones laborales. En la doctrina aparece bajo 
varias denominaciones; a saber, contrato de paz social, acuerdo 
corporativo, pacto de trabajo, etc. 
  
Esta convención es establecida por los representantes de los 
trabajadores expresamente elegidos y autorizados para la suscripción 
de acuerdos y por el empleador o sus representantes. 
  
La convención colectiva –y, más precisamente, su producto, el convenio 
colectivo, que contiene normas jurídicas– constituye un instrumento 
idóneo para viabilizar la promoción de la armonía laboral, así como para 
conseguir un equilibrio entre las exigencias sociales de los trabajadores 
y la realidad económica de la  empresa. 
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c.4.4.1.) Los elementos del convenio colectivo 
  
30. Los elementos de este instituto son: 
  
-Los agentes negociadores. 
-El contenido negocial. 
-La fuerza normativa y la eficacia de la convención colectiva. 
  
c.4.4.2.) Las características del convenio colectivo 
  
31.  Entre las principales características se cuentan las siguientes: 
-La supraordinación del convenio colectivo sobre el contrato de trabajo; 
ello en virtud a que el primero puede modificar los aspectos de la relación 
laboral pactada a título individual, siempre que sea favorable al 
trabajador. 
-La aplicación retroactiva de los beneficios acordados en el convenio, 
dado que rige desde el día siguiente de la caducidad del convenio 
anterior o en su defecto desde la fecha de presentación del pliego de 
reclamos; a excepción de las estipulaciones que señalan plazo distinto o 
que consisten en obligaciones de hacer o de dar en especie, que rigen 
desde la fecha de su suscripción. 
-Los alcances del convenio tienen una duración no menor de un año. 
-Los alcances del convenio  permanecen  vigentes  hasta el vencimiento 
del plazo, aun cuando la empresa fuese objeto de fusión, traspaso, 
venta, cambio de giro del negocio,   etc. 
  
c.4.4.3.) Tipología del convenio colectivo 
  
32. Desde un punto de vista doctrinario, se presentan los dos modelos 
siguientes: 
-El modelo vertical: La normatividad estatal limita en términos bastante 
específicos el poder negocial de los trabajadores y empleadores. 
-El modelo horizontal: La normatividad estatal deja en gran medida a la 
discrecionalidad de las partes de la relación negocial, los alcances de las 
convenciones colectivas. 
  
Podemos afirmar, con los matices necesarios, que en nuestro país el 
modelo horizontal es aplicable al régimen privado y el vertical al público. 
  
c.4.4.4.) El carácter y alcance del convenio colectivo 
  
33.La Constitución de 1979 declaraba que la convención colectiva tenía 
fuerza de ley entre las partes. Ello implicaba lo siguiente: 
  
-El carácter normativo del convenio colectivo, que lo convertía en un 
precepto especial del derecho laboral. 
-Su alcance de norma con rango de ley. 
  
En cambio, el inciso 2 del artículo 28° de la Constitución actual señala 
que las convenciones colectivas tienen fuerza vinculante en el ámbito de 
lo concertado. En tal sentido, la fuerza vinculante en el ámbito de lo 
concertado obliga: 
-A las personas celebrantes de la convención colectiva. 
-A las personas representadas en la suscripción de la convención 
colectiva. 
-A las personas que se incorporen con posterioridad a la celebración de 
la convención colectiva. 
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Esta noción (ámbito vinculante en el ámbito de lo concertado), ha sido 
recogida de la Constitución española de 1978, y se la concibe como 
referente del carácter normativo del acuerdo laboral.  Tal como refiere 
Javier Neves Mujica, [Introducción al derecho laboral. Lima; PUCP, 
2003], esto implica la aplicación automática de los convenios colectivos 
a las relaciones individuales comprendidas en la unidad negocial 
correspondiente, sin que exista la necesidad de su posterior recepción 
en los contratos individuales, así como su relativa imperatividad frente a 
la autonomía individual, la que sólo puede disponer su mejora pero no 
su disminución. 
  
Cabe señalar que la fuerza vinculante para las partes establece su 
obligatorio cumplimiento para las personas en cuyo nombre se celebró, 
así como para los trabajadores que se incorporaron con posterioridad a 
las empresas pactantes, con excepción de quienes ocupen puestos de 
dirección o desempeñen cargos de confianza. 
  
En suma: dentro del contexto anteriormente anotado, la fuerza vinculante 
implica que en la convención colectiva las partes pueden establecer el 
alcance y las limitaciones o exclusiones que autónomamente acuerden 
con arreglo a ley. 
  
De conformidad con lo establecido en la Ley de Relaciones Colectivas 
de Trabajo, la convención caduca automáticamente cuando venza del 
plazo fijado, salvo en aquellos casos en que las partes celebrantes 
hubieren acordado expresamente su renovación o prórroga. 
  
Para el caso del sector público rige el Convenio N.° 151 de la OIT, 
relativo a la protección del derecho de sindicación y los procedimientos 
para determinar las condiciones de empleo en la administración pública, 
así como el D.S. N.° 003-82-PCM del 22 de enero de 1982, relativo a las 
organizaciones sindicales de los servidores públicos y a los 
procedimientos para determinar las condiciones de empleo. 
  
c.4.4.5.) El caso del convenio colectivo articulado (rama de 
actividad) 
  
34.  Dicha modalidad, que se aplica en el régimen privado, consiste en 
la celebración de un acuerdo de carácter nacional o rama de actividad, 
a efectos de poder uniformizar un tipo específico de relación laboral, así 
como para salvaguardar el ejercicio de este derecho en favor de los 
trabajadores en aquellos casos en que ésta sea la única forma posible 
de negociación colectiva. 
  
Al respecto, el Tribunal Constitucional, en el Caso Cámara Peruana de 
la Construcción -CAPECO vs. Ministerio de Trabajo (Expediente N.º 
0261-2003-AA/TC), ratificó la validez de la implementación del convenio 
colectivo articulado para el caso de los Trabajadores de Construcción 
Civil, debido a la imposibilidad de tales trabajadores de acceder a la 
negociación y  acuerdo concertado, siempre que no sea a través del 
pliego de reclamos por rama de actividad. 
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c.4.5.) La intervención de terceros en la solución de los conflictos 
laborales 
  
35.  A tenor del inciso 2 del artículo 28.° de la Constitución, la 
intervención del Estado o de entes o personas de la sociedad civil en el 
régimen privado deben observar dos aspectos muy concretos, a saber: 
-Fomentar el convenio colectivo. 
-Promover formas de solución pacífica de los conflictos laborales en caso 
de existencia de discrepancias entre los agentes negociadores de la 
convención colectiva. 
  
En cuanto al primer aspecto, el fomento se viabiliza a través de la 
expedición de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo para el caso 
de la actividad privada. 
  
En cuanto al segundo, la promoción se viabiliza según la norma anotada, 
a través de los procedimientos de conciliación, mediación y arbitraje. 
  
Esta promoción se justifica en razón de las dos consideraciones 
siguientes: 
-Asegurar que el desacuerdo entre los agentes negociadores no se 
prolongue indefinidamente en el tiempo, de modo que se consolide la 
paz laboral y el normal desarrollo de la actividad económica. 
-Otorgar satisfacción mancomunada, por la vía pacífica, a las 
pretensiones de las partes contendientes en el conflicto laboral. 
  
36. La conciliación se define como el acto de ajustar o componer los 
ánimos de las partes, que tienen posturas opuestas entre sí. La 
conciliación laboral en el ámbito privado se gesta cuando las partes 
negociadoras de una convención informan a la Autoridad de Trabajo la 
terminación de la negociación colectiva, por la existencia de una abierta 
discrepancia sobre la totalidad o parte de las materias objeto del 
conflicto. Dentro de ese contexto, solicitan el impulso de dicho 
procedimiento. 
  
Más aún, la legislación nacional prevé que aun cuando las partes no 
promovieran el procedimiento de conciliación, la Autoridad de Trabajo 
tiene facultades para gestarlo de oficio. 
  
Se trata de una forma interventiva de solución pacífica del conflicto 
laboral –acentuado por el fracaso de la negociación directa entre los 
representantes de los empleadores y de los trabajadores–, que consiste 
en que un tercero neutral (el Estado) interpone sus “buenos oficios” 
induciendo a las partes a zanjar sus diferencias y ayudándolos a 
encontrar una solución satisfactoria para ambos; vale decir, se propende 
a que alcancen por sí mismos un acuerdo que ponga fin al conflicto. 
  
La labor conciliadora consiste en apaciguar y frenar la confrontación. 
Atenuar las diferencias, propiciar un diálogo constructivo y sugerir vías 
de entendimiento. 
  
Las principales características de la labor conciliadora son: 
-Flexibilidad: Se promueve con prescindencia de acciones carentes de 
complejidad y rigidez a efectos de alcanzar la búsqueda de una solución. 
-Rapidez: Se promueve con celeridad y prontitud en aras de evitar la 
prolongación del conflicto. 
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-Reserva: Se promueve con sigilo y discreción en relación a las personas 
o entes ajenos al conflicto. 
-Decisividad: Se promueve en aras de alcanzar un acuerdo que suponga 
la solución encontrada por las partes, produciendo efectos homólogos a 
una sentencia, laudo o resolución. 
  
El conciliador –que puede ser un particular o un funcionario del Ministerio 
de Trabajo y Promoción del Empleo– desempeña un papel activo en la 
promoción del avenimiento de las partes. 
  
En puridad, el conciliador interpone sus “buenos oficios” a efectos de que 
las partes se avengan a encontrar por sí mismas el acuerdo que ponga 
fin al conflicto. 
  
37. La mediación es el acto de interposición de fórmulas de avenimiento 
a la solución del conflicto. La mediación laboral, en el ámbito privado, se 
gesta cuando los agentes negociadores solicitan o autorizan 
específicamente al conciliador la presentación de una o varias 
propuestas de solución. 
  
El tercero interviniente en la solución del conflicto juega como mediador 
un rol más activo que como conciliador, en razón de que directamente 
sugiere las propuestas de solución. 
  
La mediación se produce de una forma interventiva, a través de la cual 
un tercero neutral propone, a pedido de las partes en conflicto, 
alternativas de solución. Estas pueden ser aceptadas o desestimadas 
por los agentes negociadores. 
  
Entre las principales características de la mediación se tiene: 
-Propositividad: Dicha actividad no sólo consiste en acercar a las partes 
en conflicto, sino que a petición de estos se expone, sugiere y formula 
una vía de solución. 
-Solemnidad: Se lleva a cabo de manera formal y ritualista. 
-Reserva: Se lleva a cabo con sigilo y discusión, en relación a las 
personas o entes ajenos al conflicto. 
-Decisividad: En caso de alcanzar éxito, la solución aceptada por los 
agentes negociadores produce efectos homólogos a una sentencia, 
laudo o resolución. 
  
38. El arbitraje se define como el acto de resolución extrajudicial de un 
conflicto laboral. El arbitraje laboral, en el ámbito privado, se logra 
cuando los actos de conciliación o mediación no han solucionado el 
conflicto.  Dentro de ese contexto, los agentes negociadores deciden 
someter el diferendo a arbitraje. 
  
El arbitraje puede estar a cargo de un árbitro impersonal, un tribunal ad 
hoc, la Autoridad de Trabajo, etc. 
  
Se trata de una forma interventiva a través de la cual un tercero neutral 
establece, por medio de un laudo, la solución del conflicto. 
  
Entre las principales características del arbitraje aparecen las siguientes: 
-Autonomía: Se despliega dentro del marco de la Constitución y la ley 
con plena capacidad y competencia para resolver el conflicto. 
-Solemnidad: Se lleva a cabo de manera formal y ritualista. 
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-Reserva: Se lleva a cabo con sigilo y discreción en relación a las 
personas o entes ajenos al conflicto. 
-Vinculatoriedad: Genera consecuencias jurídicas obligatorias para las 
partes comprometidas en el arbitraje. 
  
El arbitraje puede surgir como consecuencia de una sumisión voluntaria, 
en donde las partes en conflicto, a través de sus negociadores, acuden 
a un tercero neutral para la solución del conflicto; o de una sumisión 
obligatoria en donde las partes quedan vinculados a los resultados de un 
arbitraje por mandato de la ley. 
  
39. El laudo que se expide como consecuencia del arbitraje tiene 
carácter de inimpugnable e imperativo. No obstante, nuestra legislación 
permite excepcionalmente la impugnación judicial del laudo en los dos 
casos siguientes: 
 
-Por vicio de nulidad. 
-Por establecer menores derechos a los contemplados por la ley en favor 
de los trabajadores. 
  
c.4.6) La huelga 
  
40.  Este derecho consiste en la suspensión colectiva de la actividad 
laboral, la misma que debe ser previamente acordada por la mayoría de 
los trabajadores. La ley del régimen privado, aplicable en lo pertinente al 
sector público, exige que esta acción de cesación transitoria de la 
actividad laboral se efectúe en forma voluntaria y pacífica –sin violencia 
sobre las personas o bienes– y con abandono del centro de trabajo. 
  
Por ende, huelguista será aquel trabajador que ha decidido libremente 
participar en un movimiento reinvindicatorio. 
  
Por huelga debe entenderse, entonces, al abandono temporal con 
suspensión colectiva de las actividades laborales, la cual, dentro de 
determinadas condiciones, se encuentra amparada por la ley. 
  
Enrique Álvarez Conde [Curso de Derecho Constitucional VI. Madrid: 
Tecnos, 1999, pág. 466] refiere que se trata de una “(...) perturbación 
que se produce en el normal desenvolvimiento de la vida social y en 
particular en el proceso de producción en forma pacífica y no violenta, 
mediante un concierto de voluntades por parte de los trabajadores”. 
  
Mediante su ejercicio los trabajadores, como titulares de dicho derecho, 
se encuentran facultados para desligarse temporalmente de sus 
obligaciones jurídico-contractuales, a efectos de poder alcanzar la 
obtención de algún tipo de mejora por parte de sus empleadores, en 
relación a ciertas condiciones socio-económicas o laborales.  Por ello, 
debe quedar claramente establecido que la huelga no tiene una finalidad 
en sí misma, sino que es un medio para la realización de fines vinculados 
a las expectativas e intereses de los trabajadores. 
  
En puridad, la huelga es una manifestación de fuerza, respaldada por el 
derecho, tendente a defender los legítimos intereses de los trabajadores. 
  
Al respecto, tal como expone Álvarez Conde [ob.cit, pág. 466] “(...) la 
huelga tiende a establecer el equilibrio entre partes con fuerza 
económicamente desiguales”. 
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En ese sentido, como bien refiere Francisco Fernández Segado [El 
sistema constitucional español. Madrid: Dykinson, 1992] “(...) la 
experiencia secular ha mostrado su necesidad para la afirmación de los 
intereses de los trabajadores en los conflictos socio-económicos “. 
  
Debe advertirse que la huelga no es un derecho absoluto, sino regulable. 
Por ende, debe efectivizarse en armonía con los demás derechos. 
  
En aquellos casos en que no exista legislación sobre la materia, tal 
ausencia no puede ser esgrimida como impedimento para su cabal 
efectivización por parte de los titulares de este derecho humano. 
  
El ejercicio del derecho de huelga presupone que se haya agotado 
previamente la negociación directa con el empleador, respecto de la 
materia controvertible. 
  
c.4.6.1.) La titularidad del derecho de huelga 
  
41. La doctrina tiene opiniones dispares sobre este punto, ya sea 
respecto a la titularidad de los trabajadores en sentido lato o a la de los 
trabajadores adscritos a una organización sindical. 
  
Este Colegiado estima que, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 72.° y 73.° del Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones 
Colectivas de Trabajo (Decreto Supremo N.° 010-2003-TR), su ejercicio 
corresponde a los trabajadores en sentido lato, aunque sujeto a que la 
decisión sea adoptada en la forma que expresamente determina la  ley 
y dentro de su marco, el estatuto de la organización sindical. 
  
Al respecto, Fernando Elías Mantero [Derecho Laboral –Relaciones 
Colectivas de Trabajo. Lima: Ius Editores, p. 278] señala que su ejercicio 
corresponde a los trabajadores en general; es decir, que son ellos y no 
la asamblea sindical los que acuerdan la huelga. Añadamos, en el ámbito 
respectivo. 
  
Entre las atribuciones vinculadas al derecho de huelga aparecen las 
siguientes: 
-Facultad de ejercitar o no ejercitar el derecho de huelga. 
-Facultad de convocatoria dentro del marco de la Constitución y la ley. 
En ese contexto, también cabe ejercitar el atributo de su posterior 
desconvocatoria. 
-Facultad de establecer el petitorio de reinvindicaciones; las cuales 
deben tener por objetivo la defensa de los derechos e intereses socio-
económicos o profesionales de los trabajadores involucrados en la 
huelga. 
-Facultad de adoptar las medidas necesarias para su desarrollo, dentro 
del marco previsto en la Constitución y la ley. 
-Facultad de determinar la modalidad de huelga; esto es, si se lleva a 
cabo a plazo determinado o indeterminado. 
  
Desde una perspectiva doctrinaria avalada por la jurisprudencia más 
avanzada se acepta que la huelga debe ser convocada tomándose en 
consideración lo siguiente: 
-La existencia de proporcionalidad y carácter recíproco de las 
privaciones y daño económico para las partes en conflicto. 
-La constatación de que no se haya impuesto a los trabajadores 
discrepantes con la medida de fuerza acordada la participación en la 
huelga. 
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c.4.6.1.) Las limitaciones del ejercicio del derecho de huelga 
  
42. La Constitución señala textualmente que se encuentran impedidos 
de ejercer el derecho de huelga: 
-Los funcionarios de la Administración Pública con poder de decisión o 
con cargo de confianza o de dirección (artículo 42.° de la Constitución). 
-Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional (artículo 
42.° de la Constitución). 
-Los miembros del Ministerio Público y del Órgano Judicial (artículo 153.° 
de la Constitución). 
  
 
Debe anotarse que el inciso 3 del artículo 28.º de la Constitución señala, 
por equivoco conceptual, que la huelga debe ejercerse en armonía con 
el interés social. 
  
En el campo del derecho público es evidente la diferencia conceptual 
entre el interés público y el interés social. Este último se utiliza como 
medida tuitiva en favor de sectores económico-sociales que soportan 
condiciones desventajosas de vida. 

 
En rigor, la huelga debe ejercerse en armonía con el interés público, que 
hace referencia a las medidas dirigidas a proteger aquello que beneficia 
a la colectividad en su conjunto. 
(…) 


